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ACUERDO NÚMERO 008/2015

ACUERDO PLENARIO PARA REGULARIZAR AQUELLOS JUICIOS RELACIONADOS CON LA CONSULTA CIUDADANA SOBRE PRESUPUESTO PARTICIPATIVO DONDE SE HAYA OTORGADO UN PLAZO MENOR DE OCHO DÍAS PARA DAR CONTESTACIÓN A LA VISTA.
México, Distrito Federal, veintitrés de diciembre de dos mil quince. -----
-------------------------------------------------------- CONSIDERANDO --------------------------------------------------
I. El artículo 122, Apartado C, BASE PRIMERA, fracción V, incisos f) y q), en relación con el 116, fracción IV, incisos b) y c), numeral 5º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Constitución), dispone que el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal (Estatuto de Gobierno) y la ley en materia electoral deben garantizar que las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones;-------------------------------------------------------------------------------
II. El artículo 21 del Estatuto prevé que los instrumentos y mecanismos para promover, facilitar y ejercer la participación ciudadana en los asuntos públicos de la Ciudad, se regirán por las disposiciones de este Estatuto, de las leyes de la materia y de sus reglamentos;-----------------
III. Los artículos 128 del Estatuto, 105 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como 143 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal (Código), establecen que el Tribunal Electoral del Distrito Federal (Tribunal Electoral) es el órgano jurisdiccional especializado en materia electoral, dotado de plena jurisdicción, que tiene a su cargo garantizar que todos los actos y resoluciones de los procedimientos de participación ciudadana en esta entidad federativa, que sean de su competencia, se sujeten a los principios de constitucionalidad, convencionalidad y legalidad y que debe cumplir sus funciones bajo los principios de certeza, imparcialidad, objetividad, legalidad y probidad;--

IV. Los artículos 130 y 131 del Estatuto de Gobierno disponen, entre otros aspectos, que la organización y competencia de este Tribunal Electoral, así como lo relativo a sus normas para la administración, serán las que determinen dicho Estatuto y las leyes respectivas;---------
V. Con base en el artículo 1°, párrafos primero y segundo, del Código, las disposiciones contenidas en dicho cuerpo normativo son de orden público y de observancia general en el territorio de esta entidad, para lo cual dicho ordenamiento reglamenta las normas de la Constitución y del Estatuto de Gobierno relacionadas, entre otras cuestiones, con la estructura y atribuciones del Tribunal Electoral;--------------------------------VI. De conformidad con el artículo 3°, párrafo primero y tercero, del Código, la aplicación de las normas de este ordenamiento corresponde, entre otros órganos, al Tribunal Electoral en su respectivo ámbito de competencia, que para el debido cumplimiento de sus funciones se rige por los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, transparencia y objetividad;------------------------------------------------------------------------------
VII. Los artículos 16, 17 y 143 del Código señalan que el Tribunal Electoral: a) es un órgano de carácter permanente y profesional en su desempeño, goza de autonomía presupuestal en su funcionamiento e independencia en sus decisiones y es máxima autoridad jurisdiccional en materia electoral en el Distrito Federal, dotado de plena jurisdicción, el cual tiene a su cargo garantizar que todos los actos y resoluciones electorales en el Distrito Federal que sean de su competencia se sujeten al principio de constitucionalidad, convencionalidad y legalidad y, b) se rige para su organización, funcionamiento y control, por las disposiciones contenidas en la Constitución, las leyes generales de la materia, el Estatuto de Gobierno, la Ley Procesal Electoral del Distrito Federal (Ley Procesal) y las del propio Código; -------------------------------
VIII. La autonomía consagrada constitucionalmente a favor del Tribunal Electoral y reiterada en el Estatuto de Gobierno y en el Código, en principio y por definición, implica la posibilidad de autorregularse emitiendo su normatividad interna, lo que debe entenderse y ejercitarse en congruencia con las disposiciones legales que le son aplicables;-----------------------------------------------------------------
IX. Los artículos 150 y 156 del Código, disponen que el Pleno es el órgano superior de dirección del Tribunal Electoral; se integra por cinco Magistrados Electorales, uno de los cuales funge como su Presidente; asumirá sus decisiones de manera colegiada, en sesiones públicas o reuniones privadas, conforme a lo dispuesto en el propio Código y en el Reglamento Interior del Tribunal; para que pueda sesionar válidamente, se requiere la presencia de por lo menos tres de sus integrantes o cuatro en proceso electoral, y sus determinaciones se adoptan por mayoría de votos de los Magistrados Electorales presentes en la sesión que corresponda;----------------------------------------
X. De conformidad con lo establecido en los artículos 157, párrafo primero, fracciones II y III, del Código, relacionado con el diverso 129, párrafo primero, fracción III del Estatuto de Gobierno, es atribución del Tribunal Electoral sustanciar y resolver en forma definitiva e inatacable las controversias sometidas a su competencia, entre otros, referentes a juicios e impugnaciones: ----------------------------------------------------------
· Por actos y resoluciones de las autoridades electorales en los procedimientos de participación ciudadana que expresamente establezcan el Estatuto, el Código y la ley de la materia; -----------

· Para salvaguardar los derechos político-electorales de los ciudadanos en contra de las determinaciones de las autoridades electorales locales;-------------------------------------------------------------
XI. De conformidad con el artículo 162, fracciones I, V, XVII y XXI, del Código, el Magistrado Presidente está facultado para realizar los actos jurídicos y administrativos que se requieran para el buen funcionamiento del Tribunal; coordinar los trabajos de los órganos y áreas del Tribunal Electoral aplicando los programas, políticas y procedimientos institucionales; dictar y ejecutar las medidas para el despacho pronto y expedito de los asuntos propios de este Tribunal y las demás que prevea el aludido Código, la Ley Procesal y el Reglamento Interior del Tribunal, así como las que resulten necesarias para el adecuado funcionamiento del mismo;-----------------------------------XII. El diverso 163, fracciones III y IV, del Código, prevé como atribuciones de los Magistrados, entre otras, llevar a cabo todos los actos y diligencias necesarias para la sustanciación de los medios de impugnación, que le sean turnados y, en su oportunidad, formular los proyectos de resolución atinentes y, en su caso, las tendentes al cumplimiento de las mismas;

XIII. El artículo 2 de la Ley de Participación, define a la participación ciudadana como el derecho de los ciudadanos y habitantes del Distrito Federal a intervenir y participar, individual o colectivamente, en las decisiones públicas, en la formación, ejecución y evaluación de las políticas, programas y actos de gobierno, con el objeto de contribuir a la solución de problemas de interés general y al mejoramiento de las normas que regulan las relaciones en la comunidad;-------------------------XIV. Los artículos 4, fracción IV, 12, fracciones VIII y IX de la Ley de Participación, en relación con el Capítulo IV del Título Cuarto del mismo ordenamiento, determinan que es derecho de los ciudadanos del Distrito Federal, participar en la planeación, diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las decisiones de gobierno, así como ejercer y hacer uso de los instrumentos, órganos y mecanismos de participación ciudadana, en términos de dicha Ley, entre los que se encuentra la Consulta Ciudadana, a través de la cual someten a su consideración algún tema que tenga impacto trascendental en los distintos ámbitos temáticos o territoriales del Distrito Federal;-------------XV. El artículo 14 fracción V de la Ley de Participación, determina que el Tribunal Electoral es autoridad en materia de participación ciudadana; -------------------------------------------------------------------------------XVI. Los numerales 83, 84 y 199 de la Ley de Participación, determinan que el presupuesto participativo es aquél sobre el cual los ciudadanos deciden respecto a la forma en que se aplican recursos en proyectos específicos en las colonias y pueblos originarios en que se divide el territorio del Distrito Federal, por lo que, con arreglo a lo dispuesto en la Ley de Planeación y la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente, ambas del Distrito Federal y demás normatividad aplicable, el Instituto Electoral convocará el segundo domingo de noviembre de cada año a la consulta ciudadana sobre presupuesto participativo, cuyo objeto será definir los proyectos específicos en que se aplicarán los recursos de presupuesto participativo correspondiente al ejercicio fiscal inmediato en todas y cada una de las colonias y pueblos originarios en que se divide el territorio del Distrito Federal;----------------XVII. A través de diversos precedentes este órgano jurisdiccional ha asumido competencia en asuntos vinculados con los procesos de consulta ciudadana organizados y realizados por el Instituto Electoral para el presupuesto participativo, lo que dio lugar a la emisión de la tesis de jurisprudencia cuyo rubro es: “COMPETENCIA. LA TIENE EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL PARA CONOCER DEL JUICIO ELECTORAL CONTRA ACTOS REALIZADOS POR UNA DIRECCIÓN DISTRITAL DEL INSTITUTO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, DERIVADOS DE UN PROCEDIMIENTO DE CONSULTA CIUDADANA SOBRE PRESUPUESTO PARTICIPATIVO.”
--------------------------------------------XVIII. La Ley Procesal, en su artículo 2, párrafo primero, fracciones II y último párrafo, establece que el sistema de medios de impugnación regulado en ésta tiene por objeto garantizar, entre otros aspectos, la constitucionalidad, convencionalidad y legalidad de los actos, acuerdos o resoluciones del Jefe de Gobierno, de la Asamblea Legislativa, del Instituto Electoral o de cualquier otra autoridad local, para salvaguardar los resultados vinculantes de los procesos de participación ciudadana competencia de este Tribunal; asimismo, señala que el Tribunal únicamente tendrá competencia para conocer y resolver los conflictos sometidos a su jurisdicción en los procesos de participación ciudadana que expresamente determine la Ley de la materia;


XIX. En el Libro Primero, Título Primero, Capítulo Tercero, de la Ley Procesal se establecen las disposiciones generales relacionadas con la integración del sistema de medios de impugnación que a este Tribunal le compete resolver, entre ellos el juicio electoral.-----------------
XX. El artículo 76 de la Ley Procesal dispone que el juicio electoral tiene por objeto garantizar la constitucionalidad, convencionalidad y legalidad de todos los actos, acuerdos y resoluciones que dicten las autoridades electorales en la materia, el cual será aplicable y procederá fuera y durante los procesos de participación ciudadana ordinarios y extraordinarios;--------------------------------------------------------- XXI. Por su parte, el artículo 77, fracción III, de la Ley Procesal dispone que el juicio electoral podrá ser promovido por los ciudadanos y las organizaciones ciudadanas en términos de la Ley de Participación, a través de sus representantes acreditados, en contra de actos, resoluciones u omisiones de los órganos, unidades, Consejos Distritales o del Consejo General del Instituto Electoral (en adelante Consejo General) por violaciones a las normas que rigen los instrumentos de participación ciudadana;---------------------------------------- XXII. Toda vez que la materia sobre la que versa este Acuerdo consiste en regularizar aquellos juicios relacionados con la Consulta Ciudadana sobre Presupuesto Participativo en donde el Magistrado Instructor haya otorgado un plazo menor a ocho días a la parte actora para dar contestación a la vista que se les dio, en términos de lo establecido en el artículo 54, fracción IX de la Ley Procesal, tal determinación está comprendida en el ámbito general del órgano colegiado, máxime que durante la sustanciación se realizan actuaciones distintas a las ordinarias que pueden implicar una modificación importante en la resolución de tales juicios, relacionados con algún presupuesto procesal, o con el fondo de la controversia planteada, lo cual no constituye un acuerdo de mero trámite, pues no sólo atenderá el curso que debe dárseles, sino que implicará también una determinación relacionada con una cuestión competencial, tal y como se advierte del criterio contenido en la jurisprudencia 11/99, emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, de rubro: “MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. LAS RESOLUCIONES O ACTUACIONES QUE IMPLIQUEN UNA MODIFICACIÓN EN LA SUSTANCIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ORDINARIO, SON COMPETENCIA DE LA SALA SUPERIOR Y NO DEL MAGISTRADO INSTRUCTOR”;---------------------------------------------
XXIII. Este Tribunal considera que en aquellos juicios relacionados con la Consulta Ciudadana sobre Presupuesto Participativo, atendiendo a sus características y pretensiones, que durante la instrucción, se haya dado vista a la parte actora para que en un plazo menor a ocho días hábiles esgrimieran argumentos relacionados con las consideraciones formuladas para sostener la inviabilidad de los proyectos relacionados con el presupuesto participativo 2016, contenidas ya sea en los informes circunstanciados rendidos por la autoridad responsable o, en su caso, en los desahogos realizados por las Jefaturas Delegacionales para cumplimentar los requerimientos de los Magistrados Instructores, con la finalidad de proteger los derechos de los promoventes y homologar los plazos concedidos para dar contestación a la vista, se instruye regularizar los procedimientos a efecto de que el Magistrado Instructor otorgue un plazo de ocho días hábiles en todos aquellos juicios en los que haya otorgado un plazo menor. De tal forma que se complemente el lapso faltante en cada asunto para sumar un total de ocho días hábiles. Sirve de criterio orientador la  jurisprudencia 13 diagonal 2009, de Sala Superior, cuyo rubro es: “AMPLIACIÓN DE DEMANDA, PROCEDE DENTRO DE IGUAL PLAZO AL PREVISTO PARA IMPUGNAR”,
 la cual esencialmente prescribe: que la ampliación de la demanda procede, cuando de autos se desprenda que el actor no haya tenido conocimiento de hechos que estén íntimamente relacionados con su pretensión, concediéndole para tal efecto, el mismo plazo con que contó para interponer el medio de impugnación, situación que no puede plantearse en cualquier momento ni semejante posibilidad está sujeta a la voluntad de quienes lo solicitan, sino que igualmente resultan aplicables en lo conducente, por analogía, las reglas relativas a la presentación de los medios de impugnación.----------------------------------------------------------------------------
XXIV. En virtud de la trascendencia que reviste la presente determinación plenaria para la sustanciación y resolución de los juicios referidos, se ordena al Secretario General publicar los puntos de Acuerdo de este proveído en los estrados de esta institución;------------- XXV. Por último, se instruye al Secretario General que realice las acciones a que haya lugar para la estricta observancia y cumplimiento del presente Acuerdo;


Por lo antes expuesto y fundado, el Pleno emite el siguiente:--------------
------------------------------------------------ ACUERDO -----------------------------------------------
PRIMERO. Se regularizan los procedimientos relacionados con los plazos otorgados para las vistas dadas a los actores en cada uno de los juicios que se encuentren en las hipótesis referida en los Considerandos  XXII y XXIII.--------------------------------------------------------
SEGUNDO. Cada Magistrado Electoral emitirá los acuerdos correspondientes en cada uno de los juicios en sustanciación que sean objeto de la regularización acordada en el numeral que antecede.---------------------------------------------------------------------------------
TERCERO. Glósese copia certificada del presente Acuerdo a los juicios que se encuentren en las hipótesis previstas en los Considerandos XXII y XXIII, para los efectos legales conducentes.------

CUARTO. Se instruye al Secretario General, publique los puntos de Acuerdo de este proveído en los estrados de esta institución.------------- 

Así, lo acordaron y firman las y los Magistrados integrantes del Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal, por mayoría de tres votos a favor del Magistrado Gustavo Anzaldo Hernández y de las Magistradas María del Carmen Carreón Castro y Gabriela E. del Valle Pérez, con el voto en contra del Magistrado Armando Hernández Cruz, con la ausencia justificada del Colegiado Eduardo Arana Miraval, ante el Secretario General, que autoriza y da fe.-------------------------------------
ARMANDO HERNÁNDEZ CRUZ

MAGISTRADO PRESIDENTE

	GUSTAVO ANZALDO HERNÁNDEZ

  MAGISTRADO
	MARÍA DEL CARMEN CARREÓN 

CASTRO

MAGISTRADA


	GABRIELA E. DEL VALLE PÉREZ

MAGISTRADA


BERNARDO VALLE MONROY

SECRETARIO GENERAL
LICENCIADO BERNARDO VALLE MONROY, SECRETARIO GENERAL DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CERTIFICO QUE LA PRESENTE FOJA CON FIRMAS AUTOGRAFAS, FORMA PARTE INTEGRAL DEL ACUERDO PLENARIO 008/2015 EMITIDO EN REUNIÓN PRIVADA DE VEINTITRÉS DE DICIEMBRE DE DOS MIL QUINCE.

�Compilación de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1999-2012. Tribunal Electoral del Distrito Federal, México, DF. Mayo 2012, págs. 55 y 56. 


� Visible en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 3, Número 5, 2010, páginas 12 y 13.
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